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denote su contenido que, como tal (y según 
el art. 202 de la ley 19.550), integrará una re-
serva especial.

Las leyes no la prohíben y su utilización 
protegerá la integridad jurídica y económi-
ca del capital de la sociedad y su garantía a 
los terceros cuando así lo deciden los socios 
por unanimidad en el contrato. A la vista de 
esta modalidad de emisión, podrá obtener 
créditos en idéntico plazo con la tranquili-
dad para el concedente de que los flujos de 
efectivo anticipados se verán compensados 
según la eficacia de la proyección.

Con idéntica aproximación quedará com-
pensada la reserva especial, ya que esta pri-
ma estará expresada como un valor porcen-
tual del valor nominal de las cuotas diferidas 
y sobre estas no se practicarán ajustes por 
inflación hasta el vencimiento del plazo pac-
tado para su efectiva cancelación.

VIII. El aumento del capital

El aumento del capital en las sociedades 
cerradas de las leyes 19.550 y 27.349 puede 
hacerse por asamblea ordinaria o extraordi-
naria, según supere ciertos techos. En la LGS 
a su vez se faculta a la reunión de socios a 
delegar en el directorio “...la época de la emi-
sión, forma y condiciones de pago”, sin po-
ner límites a la integración de los aportes en 
efectivo suscriptos.

¿Puede interpretarse dentro de este texto 
legal que el directorio posee atribuciones 
para aplicar mecanismos indexatorios al 

pago del diferimiento de los aportes en efec-
tivo? Nos inclinamos por la afirmativa.

Como nada se dice del saldo hasta dos 
años, ¿se aplica esta limitación temporal al 
aumento del capital en efectivo? Nos incli-
namos por la negativa.

La razón estriba en la fuente de legitima-
ción: al momento de la constitución de la 
sociedad, los socios están taxativamente 
obligados a las disposiciones del texto legal 
que limita el plazo del diferimiento del 75% 
de los aportes en efectivo a dos años; y las 
responsabilidades por tales aportes están 
claramente pautadas en la propia ley 19.550. 
Se trata de la dotación de capital que han de-
cidido los socios como suficiente para iniciar 
los negocios.

Al momento de decidir el aumento del ca-
pital, la asamblea competente o el directorio 
por delegación tienen otras responsabilida-
des en cuanto al cumplimiento del objeto 
social como empresa en marcha en forma 
prioritaria, que les indican la necesidad de 
contar con mayor financiamiento.

De no ser así, cualquier proyecto de inver-
sión con fondos propios o aportados por terce-
ros solo podría ser aprobado si encaja dentro 
del plazo de dos años; la construcción de un 
edificio de renta, de un hotel de cierta enver-
gadura, el desmonte y puesta en productividad 
de un campo, la explotación minera, petrole-
ra o de generación de energías alternativas en 
mediana escala, entre muchos ejemplos, no 
serían factibles con ese límite de plazo.

Por lo que esta regla no puede ser estric-
ta, ya que, al tratarse de una decisión de los 
socios en razón de un proyecto o necesida-
des concretas, pueden ajustar el monto, los 
plazos y la forma de integración del aumento 
en simetría con el flujo de fondos de un Plan 
de Negocios o a las exigencias de un crédito 
otorgado por un tercero.

Es el caso, por cierto frecuente, en que una 
inversión de mediano plazo es financiada 
parcialmente por el crédito de un tercero 
mediante el compromiso formal por parte 
de la empresa tomadora que el cumplimien-
to de las condiciones de pago coincida con 
la integración en efectivo del aumento del 
capital.

¿Cómo superar entonces la valla de la pro-
hibición de indexar establecida por el entra-
mado de leyes y jurisprudencia?

También proponemos como solución que 
la diferencia entre el valor nominal y el va-
lor esperado por el deterioro inflacionario 
se restituya a través de la fijación de una es-
pecie de “prima de emisión”, dentro del con-
cepto que encierra la prima como género.

En los aumentos de capital se llama así 
al desembolso que se exige a los suscrip-
tores, superior al valor nominal de las ac-
ciones nuevas emitidas por una empresa 
en marcha, representativo (según cálculos 
aproximados) del mayor valor del activo so-
cietario y destinado a mantener la igualdad 
económica entre los viejos y los nuevos ac-
cionistas.

Todos los argumentos jurisprudencia-
les y doctrinarios apuntan al derecho de 
los accionistas anteriores a un aumento 
de capital, que la asamblea fije un valor 
complementario al valor nominal de las 
nuevas acciones, que contemple la “plus-
valía” o diferencia de valor del patrimonio 
neto, para evitar así que sus tenencias se 
diluyan.

Es la herramienta con la que la sociedad 
puede defender el valor futuro de los aportes 
en efectivo pendientes de integración.

En tal opción la prima de emisión debe 
determinarse con precisión como equiva-
lente a un valor porcentual por aparte de 
la suma nominal de cada pago del apor-
te en efectivo pactado, destinado a com-
pensar la depreciación de la moneda, que 
surgirá del cálculo del valor esperado de 
su deterioro. Y si existiese un mayor va-
lor del patrimonio neto perteneciente a 
los accionistas anteriores al aumento y 
fueran a incorporarse nuevos socios, este 
debe adicionarse a la prima por ajuste de 
inflación, en forma diferenciada o sin dis-
criminación

Debe tenerse en cuenta que las decisiones 
deben fundarse al momento de su conside-
ración por parte del órgano de administra-
ción que convoca a la reunión de socios; y la 
de esta, a su vez debidamente deliberada y 
razonada.

Cita on line: TR LALEY AR/DOC/1954/2023

Nota a fallo
Remuneración del 
empleado público
Incentivo. Asignación remunerativa. 

1. -	 Los incentivos percibidos en los térmi-
nos del art. 4º, inc. 2º, de la ley 23.283 
deben ser considerados remunerati-
vos, pues ellos fueron percibidos, al 
menos por una veintena de años, por 
los agentes de planta permanente del 
organismo en que se desempeña la ac-
tora sin que se hayan llevado a cabo 
las actividades de capacitación previs-
tas en las leyes 23.283 y 23.412, por 
el solo hecho de prestar servicios en 
un organismo alcanzado por los con-
venios celebrados en el marco de esas 
normas.

2. -	 Los incentivos percibidos en los términos 
del art. 4º, inc. 2º, de la ley 23.283 deben 
ser considerados remunerativos, pues el 
Estado no acercó a la causa elementos 
de juicio que pongan de manifiesto la ex-
cepcionalidad del pago de los incentivos 
o su vinculación con el cumplimiento de 
las actividades de formación y perfeccio-
namiento previstas en la norma; circuns-
tancias que debían ser acreditadas por el 
aquel que las alegó y, además, tenía la 
carga de su prueba por encontrarse en 
mejores condiciones de acreditarlas.

3. -	 Los fondos recaudados por el ente coo-
perador tienen características peculiares 
derivadas de su vinculación con funciones 
públicas, por las que se los sujeta a nor-
mas de derecho público —especialmen-
te de control financiero y de gestión— y, 

por ende, la mera circunstancia de que 
los incentivos del art. 4º, inc. 2º, de la 
ley 23.283, sean abonados con esas su-
mas no constituye por sí misma un óbice 
para considerarlos de naturaleza remune-
rativa, en tanto negar el carácter salarial 
de sumas regularmente percibidas por 
el agente dependiente del Estado por la 
mera invocación de dificultades en el con-
trol del sistema mediante el que ellas son 
obtenidas significaría consentir que se le-
sionen los derechos de aquel por circuns-
tancias que le son ajenas, incumpliendo el 
deber enunciado en los arts. 14 y 14 bis CN.

4. -	 Poseen carácter remunerativo aquellos 
adicionales cuyo pago no reconoce otra 
causa que la retribución por tareas des-
empeñadas genéricamente por el perso-
nal, en la medida en que se dispuso su 

pago habitual y general juntamente con 
los haberes mensuales; así, la naturaleza 
jurídica de un suplemento salarial se de-
termina objetivamente, de acuerdo con 
el modo implementado, la contrapresta-
ción que retribuye y la finalidad que per-
sigue su concreción, sin depender de las 
necesidades presupuestarias.

CS, 25/04/2023. - Cello, María Mónica c. 
EN – Mº Seguridad – disp. 268/09 212/10 s/ 
proceso de conocimiento.

[Cita on line: TR LALEY AR/JUR/47966/2023]

[El fallo in extenso puede consultarse en el 
Diario LA LEY del 14/07/2023, p. 4, Aten-
ción al Cliente, https://www.laleynext.
com.ar/ o en Proview]
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I. Introducción

La Corte Suprema se mantiene incólume 
con su doctrina de que las prestaciones re-

munerativas son la contraprestación que 
recibe el trabajador por poner a disposi-
ción del empleador su fuerza de trabajo 
(art. 103 LCT) (1).

La naturaleza jurídica de la remuneración 
proviene de la normativa de fondo; y el Po-
der Ejecutivo, los actores sociales, a través 
de los convenios colectivos, y los sujetos 

individuales carecen de atribuciones para 
transformarlas en prestaciones no remune-
rativas (2).

También se ha interpretado que para que 
una suma abonada al trabajador revista 
naturaleza no remunerativa, debe cumplir 
con los requisitos legales impuestos por la 

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(1) DE DIEGO, Julián A., “La protección de la remu-

neración en la OIT y en la jurisprudencia de la Corte 

Suprema”, DT 2019 (noviembre), 127, TR LALEY AR/
DOC/3083/2019.

(2) DE DIEGO, Julián A., “La Corte Suprema declaró 

la ilegalidad de una prestación no remunerativa para 
el personal de las fuerzas armadas”, LA LEY, 2019-C, 
397; TR LALEY AR/DOC/1742/2019.
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normativa de fondo y, en su caso, el pago de 
una suma de dinero sin que se observen los 
recaudos del marco regulatorio transforma 
las prestaciones en remunerativas (3).

Esta interpretación tiene sus anteceden-
tes en distintos rubros que se han liquida-
do en la administración pública que sin 
fundamento legal o fáctico se calificaron de 
no remunerativas, sin que exista respaldo 
legal alguno, y conformando el ingreso del 
agente en contraprestación con los servi-
cios requeridos de su cargo y funciones (4).

A su vez es el Congreso Nacional, a través 
de normas de fondo, el que define unas y 
otras, en función de las condiciones, requi-
sitos y formalidades que deben observarse, 
que en rigor debería ser compatible con las 
normas de mayor jerarquía, como la Cons-
titución Nacional, los tratados internacio-
nales de rango constitucional o supralegal, 
y los convenios de la OIT.

En una síntesis, son remunerativas las su-
mas que percibe el dependiente por haber 
puesto a disposición su fuerza de trabajo y, 
en general, salvo excepciones expresas, la 
mayoría de la doctrina se inclinó por soste-
ner que toda suma que se reciba por efecto 
del contrato es de naturaleza salarial (5).

Para que las sumas percibidas no formen 
parte de la remuneración, la causa que ge-
nera su percepción debe estar relacionada 
con un beneficio social como es el caso del 
reintegro de gastos de guardería, el pago de 
suplemento de servicios médicos o el rein-
tegro por medicamentos, o con una presta-
ción de naturaleza diversa (como es el caso 
de las erogaciones generadas por la capaci-
tación entrenamiento o educación ad hoc 
del dependiente), o como prestaciones que 
no componen el ingreso efectivo (como 
es el caso de los viáticos con rendición de 
cuentas o el reintegro de gastos de cone-
xión y energía eléctrica del teletrabajador). 
Otro tanto ocurre cuando una prestación 
ha sido creada con el fin de cumplir con 
una determinada atribución que a la vez 
define la naturaleza jurídica de la presta-
ción, y ese propósito de modifica o se des-
naturaliza, o la imputación del concepto 
invocado no se compadece con la realidad 
de la prestación de que se trate.

Esta desnaturalización tiene el efecto 
casi ineludible de que la prestación debe 
situarse, conforme al principio general 
de la primacía de la realidad, en donde se 
debe estar a lo que demuestran los hechos 
a los fines de establecer luego la naturaleza 
esencial e identificatoria que los determi-
nan, dejando de lado la simple denomina-
ción, el ropaje y hasta, a veces, “el disfraz” 
utilizado para ocultar la verdad.

Guiarse por la realidad es un compo-
nente esencial para dilucidar hechos o fe-
nómenos controvertidos y, con ello, para 

poder restablecer cualquier desequilibrio 
o desvío con justicia y equidad.

II. El pago de prestaciones no remunerato-
rias del Estado

El caso se origina en una demanda con-
tra el Estado Nacional, Ministerio de Se-
guridad, Justicia y Derechos Humanos, 
Escribanía General de la Nación, a fin de 
que se declare la nulidad de una serie de 
resoluciones (res. 3418/2010 MSJDH, y las 
disposiciones 268/2009 y 212/2010 de la 
Subsecretaría de Coordinación), a fin de 
que se incorporen al rubro sueldo las su-
mas de dinero que percibía, desde el año 
1991, bajo el rubro “Estímulo, Contracción 
al Trabajo, Presentismo, Incentivo”.

Obviamente, al cambiar la naturaleza de 
las prestaciones y convertirlas en remu-
nerativas, se solicitó que también que se 
efectúen los correspondientes aportes y 
contribuciones de la seguridad social y se 
le abonen las pertinentes diferencias sala-
riales por el período no prescripto. Si bien 
se les dio a dichas sumas abonadas el ca-
rácter de prestaciones no remuneratorias, 
destaca que durante los 21 años de vigen-
cia del adicional nunca se cumplieron con 
las actividades de capacitación para la que 
fueron previstas y, por ende, los pagos no 
cumplen con los fines para los que fueron 
creados (capacitación, becas, cursos de 
perfeccionamiento, etc.). Es en función de 
ello que se desnaturalizó y, por lo tanto, 
reclama que se les conceda carácter remu-
nerativo a todos sus efectos legales y de la 
seguridad social.

La Corte Suprema resolvió un caso pecu-
liar dentro de la órbita del empleo público, 
en donde el Estado no cumplió con las acti-
vidades de capacitación que debió realizar, 
sin perjuicio de lo cual abonó a los agen-
tes de la planta permanente por un lapso 
prolongado (21 años), según lo establece la 
ley 23.283 (art. 4to. Inciso 2do) (6).

En efecto, el pago concebido como una 
prestación no remunerativa no se liquidó 
conforme a su cometido y, por ende, se 
desnaturalizó su objetivo, lo que implica 
para nuestro Alto Tribunal la inobservan-
cia de la finalidad para la que fue creada, 
al revestir las sumas abonadas carácter re-
munerativo (7).

En efecto, el Estado no arrimó a la causa 
los elementos de juicio que permitan brin-
dar a las prestaciones cuestionadas la na-
turaleza no remunerativa, excepcionalidad 
que solo se puede admitir en relación con 
el objeto de esas prestaciones, como son 
las actividades de formación y perfeccio-
namiento previstos en las normas referidas 
(leyes 23.283 y 23.412).

La Corte aplica también los principios 
propios de la prueba dinámica, ya que no 

solo debió el Estado aportar la prueba de 
los hechos invocados, prueba que no fue 
producida, sino que, además, es el mismo 
Estado en el que se encuentra en las me-
jores condiciones para acreditar dichos ex-
tremos.

No cambia el carácter remunerativo de 
las sumas percibidas por los agentes de la 
administración pública el hecho de que las 
sumas abonadas resulten abonadas por un 
ente cooperador, que revista características 
derivadas de su vinculación con funciones 
públicas, en particular de control financie-
ro y de gestión.

Como lo expresa literalmente la Corte, 
el caso está sujeto a las normas de derecho 
público y, por ende, la mera circunstancia 
de que los incentivos abonados con esas 
sumas no constituye por sí misma un óbice 
para considerarlas de naturaleza remune-
rativa, por lo tanto negar el carácter salarial 
de las unas regularmente percibidas por el 
agente dependiente del Estado, por la mera 
invocación de dificultades en el control del 
sistema mediante el que ellas son obteni-
das, significaría consentir que se lesionen 
los derechos de aquel por circunstancias 
que le son ajenas, incumpliendo el deber 
enunciado en los arts. 14 y 14 bis de la CN.

En síntesis, no cabe otra alternativa que 
establecer que la retribución por las tareas 
desempeñadas genéricamente por los tra-
bajadores, en la medida en que se dispuso 
su pago habitual y general juntamente con 
la retribución mensual, permite determi-
nar que la naturaleza jurídica de la pres-
tación, aun cuando sea un suplemento, de 
acuerdo con el modo de implementación, 
retribuye la contraprestación, y la finalidad 
persigue su concreción al margen y con 
independencia de las necesidades presu-
puestarias.

También se descartó, como defensa, que 
el pago de las sumas aludidas sea abonada 
por un ente cooperador, que el Estado ha-
bría incurrido en mora en todos los planos, 
al punto de que la Asociación de Concesio-
narios de Automotores de la República Ar-
gentina (ACARA), que debía ser convocada 
a los efectos de la capacitación, indicó que 
la actora no había sido contratada por ella 
y que nunca se abonaron cursos de capaci-
tación para los agentes permanentes de la 
Escribanía General de la Nación.

En ese sentido se expresa además que 
esta Corte ha sostenido que poseen carác-
ter remunerativo aquellos adicionales cuyo 
pago no reconoce otra causa que la retri-
bución por tareas desempeñadas genéri-
camente por el personal, en la medida en 
que se dispuso su pago habitual y general 
juntamente con los haberes mensuales.

Así la naturaleza jurídica de un suple-
mento salarial se determina objetivamen-

te, de acuerdo con el modo implementado, 
la contraprestación que retribuye y la fina-
lidad que persigue su concreción, sin de-
pender de las necesidades presupuestarias 
(Fallos: 326:4076).

Que es preciso remarcar que el mandato 
constitucional según el cual “el trabajo en 
sus diversas formas gozará de la protección 
de las leyes” incluye el que se desarrolla 
tanto en el ámbito privado como en el pú-
blico (“Madorrán”, Fallos: 330:1989).

Tales exigencias se dirigen primordial-
mente al legislador, “pero su cumplimiento 
atañe, asimismo, a los restantes poderes 
públicos, los cuales, dentro de la órbita de 
sus respectivas competencias, deben hacer 
prevalecer el espíritu protector que anima 
a dicho precepto” (conf. lo expresado por el 
convencional Jaureguiberri, como miem-
bro informante de la Comisión Redactora 
en “Diario de Sesiones de la Convención 
Constituyente, año 1957”, T. II, Buenos Ai-
res, Imprenta del Congreso de la Nación, 
cit. en “Valdez c. Cintioni”, Fallos: 301:319; 
“Vizzoti”, Fallos: 327:3677 y “Cerigliano”, 
Fallos: 334:398).

La naturaleza jurídica de una prestación 
proviene de las normas constitucionales, 
de los tratados internacionales, de la legis-
lación de fondo emanada del Congreso Na-
cional, que suele converger hacia un con-
cepto unívoco que, en rigor, debería ser el 
que dirima los casos en conflicto.

Generalmente, las deformaciones del 
marco prestacional en el Estado y en los or-
ganismos públicos proviene del empleo de 
interpretaciones divergentes o, en su caso, 
de la ejecución práctica de la liquidación y 
pago de las mismas, con deformaciones ge-
neradas por la decisión de los que ejecutan 
las acciones en el marco de la realidad.

III. Conclusiones

La remuneración es un ingreso alimenta-
rio, es decir, que se paga por la disponibi-
lidad de la fuerza de trabajo, con el fin de 
que el agente o trabajador cuente con los 
ingresos que le permitan asumir el costo 
de las necesidades básicas de alimenta-
ción adecuada, indumentaria, salud, edu-
cación, vivienda digna y sus accesorios, no 
solo para el titular, sino también para su 
grupo familiar primario.

Por ende, todo ardid o subterfugio uti-
lizado con el fin de desnaturalizarlo es un 
acto de fraude que reviste carácter consti-
tucional, ya que viola el principio básico de 
que los derechos enunciados por la Carta 
Magna, en el caso, en el artículo 14 bis CN, 
deben contar con la protección de las leyes 
y, en su caso, normas internas o mecanis-
mos elusivos no pueden alterar con excep-
ciones reglamentarias el texto y espíritu de 
la norma (8).

(3) CS, “Bosso, Fabián Gonzalo c. EN - M. Seguridad 
- PFA s/ Personal Militar y Civil de las FF.AA. y de Seg.”, 
24/09/2019, Fallos: 342:1511, LA LEY 28/11/2019, 11, 
TR LALEY AR/JUR/27924/2019. Los suplementos 
creados por el dec. 2140/2013 para el personal de la 
Policía Federal tienen manifiesto carácter generaliza-
do, pues no reúnen en la práctica ninguna de las ca-
racterísticas mencionadas en el art. 77 de la ley 21.965 
para ser considerados como suplementos particula-
res, sino que comportan un aumento —entre el 85% y 
el 115%— en la remuneración de la generalidad de los 
agentes en actividad, y deben computarse en la base 
de cálculo de todos aquellos suplementos que, de 
acuerdo con la reglamentación, se determinan como 
un porcentaje del “haber mensual”.

(4) CCont. Adm., Trib. y de Rel. de Consumo, Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires, Sala IV, “Morán, Jor-
ge Humberto y Otros c. GCBA s/ empleo público (ex-
cepto cesantía o exoneraciones) - empleo público-di-
ferencias salariales”, 05/12/2022, TR LALEY AR/
JUR/188574/2022. De los recibos de sueldo acompa-

ñados surge que todos los actores perciben el “Fondo 
Estímulo Res. 604/13” creado por la res. 604/ 2013 
(AGIP), incluso luego del 2017 y al menos por un perío-
do comprendido en la presente controversia, es decir 
que no era percibido por única vez o esporádicamen-
te. Por ello, demostrado el carácter general, normal y 
habitual con que fue percibido, solo cabe concluir que 
el Fondo Estímulo res. 604/2013 resulta un rubro de 
carácter remunerativo y, en ese entendimiento, que la 
norma que le asignó a dicho rubro carácter “no remu-
nerativo” es parcialmente inconstitucional. En conse-
cuencia, cabe hacer lugar a al recurso de apelación de 
la actora y declarar el carácter remunerativo del con-
cepto “Fondo Estímulo Res. 604/13”, debiendo la par-
te demandada incluir este rubro en la base de cálcu-
lo para determinar el sueldo anual complementario y 
abonar las diferencias salariales que derivan de la de-
claración de remunerativo del rubro en cuestión, por el 
período reclamado.

(5) CNTrab., sala V, “Fernández Tolosa, Marcela So-
lange c/ Yahoo de Argentina S.R.L. y otros s/despido”, 

02/03/2023, TR LALEY AR/JUR/12614/2023. Tenien-
do en cuenta que constituye salario todo contrapresta-
ción en función de las tareas desarrolladas, que reci-
ba el trabajador susceptible de ser evaluado en dine-
ro, aunque no se perciba en efectivo sino en especie o 
mediante la simple oportunidad de obtener ganancias, 
que satisfaga total o parcialmente su consumo pues, de 
no existir dicho reconocimiento, el trabajador debería 
tomarlo a su cargo, debe analizarse en este caso si los 
conceptos en especie denunciados adquieren carácter 
remunerativo, en virtud de lo normado por el art. 103 
LCT y art. 1 del Convenio 95 OIT que rige la materia.

(6) CS, “Cello, María Mónica c. EN - Mº Seguridad 
- disp. 268/09 212/10 s/ proceso de conocimiento”, 
25/04/2023, TR LALEY AR/JUR/47966/2023.

(7) CNTrab., sala VIII, “Icardo, Luis Enrique y otros c. 
Frigorífico Rioplatense S.A. s/ diferencias de salarios”, 
02/03/2023, TR LALEY AR/JUR/12714/2023. Sea 
la causa del pago del empleador la prestación tendrá 
carácter salarial si se dan las dos notas relevantes del 
concepto jurídico del salario consistentes en que, en 

primer lugar, constituya una ganancia (ventaja patri-
monial) para el trabajador y en segundo término, que 
se trate de la retribución de los servicios de este...es de-
cir...como contrapartida de la labor cumplida.

(8) CS, “Aravena, Bautista y otros c. U.N.P.S.J.B. s/ 
contencioso administrativo - varios”, 23/08/2022, SJA 
30/09/2022, 5, TR LALEY AR/JUR/109728/2022. Es 
razonable efectuar el cálculo del adicional por zona 
desfavorable para el personal no docente de la univer-
sidad sobre el sueldo básico sin incluir los rubros an-
tigüedad y título, toda vez que los decs. 1220/1980 y 
2187/1983 —a los que debe ajustarse la normativa que 
se dicte al respecto en el ámbito universitario y la ac-
tuación de sus autoridades— contemplan en forma ex-
presa que el citado adicional se aplique sobre las re-
muneraciones que con carácter general correspondan 
al cargo, lo que impide considerar que los rubros anti-
güedad y título deben quedar comprendidos en la base 
de cálculo, por cuanto constituyen características indi-
viduales del agente que no atañen al cargo en sí mismo 
(del dictamen de la Procuración General que la Corte 
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Entre los numerosos cuestionamientos 
que se le realizan a diario al Estado por el 
empleo de fórmulas de contratación que 
desnaturalizan la esencia del empleo pú-

blico (9), hasta la transformación de pres-
taciones para no abonar cargas sociales o 
cargas impositivas, o su progresión en los 
institutos laborales, son parte de una ten-

dencia generalizada de abandonar la le-
galidad en función de objetivos espurios, 
carentes de razonabilidad y de legitimi-
dad (10).

Cita on line: TR LALEY AR/DOC/1955/2023

Jurisprudencia

Phishing
Préstamo personal sin consentimiento. 
Medida cautelar. Verosimilitud del dere-
cho. Peligro en la demora. 

1. -	 Toda vez que no existe un reconoci-
miento de la actora en torno al empleo 
de datos biométricos, sumado al hecho 
de que la demandada no anejó siquie-
ra un elemento indiciario demostrativo 
de la trazabilidad y verificabilidad de 
las operatorias de referencia en respal-
do de la razón de sus dichos, debe te-
nerse por demostrada la verosimilitud 
esbozada por su contraria, reforzada 
por los elementos de convicción acom-
pañados por esa parte a la causa —de-
nuncia e intercambio de mails con el 
banco, así como denuncia en sede po-
licial, realizadas en forma coetánea a 
la toma de conocimiento de la ilicitud 
indicada—, máxime teniendo en cuen-
ta el carácter de consumidora que os-
tenta la litigante frente a la institución 
demandada. 

2. -	 Es factible percibir los perjuicios que 
desde el plano económico le podría aca-
rrear a la accionante el devengamiento 
de las cuotas del cuestionado présta-
mo otorgado sin su consentimiento, de 
modo que el peligro en la demora se en-
cuentra acreditado.

CNFed. Civ. y Com., sala III, 09/08/2023. - 
Chibel, Luciana Itatí c. Banco de la Nación 
Argentina s/ Medidas cautelares.

[Cita on line: TR LALEY AR/JUR/94506/2023]

Costas

Se imponen en el orden causado.

2ª Instancia.- Buenos Aires, agosto 9 de 
2023.

Considerando: I. La señora Luciana Itatí 
Chibel, titular de la cuenta caja de ahorros 
en pesos Nº ... del Banco de la Nación Ar-
gentina (en adelante BNA), inició demanda 
con el objeto de que:

i) se declare la nulidad del crédito otor-
gado por dicha entidad a su nombre, sin 
que brindara para ello su consentimiento, 
ii) se le reintegren todos los montos debi-
tados de la cuenta de su titularidad en con-
cepto del cobro del crédito aludido y, iii) le 
sean resarcidos los daños que alega haber 
padecido, en razón de la situación vivida, 
con costas.

Relató que el día 4 de abril de 2022 
ingresó a su homebanking y al ver los 
últimos movimientos en la cuenta ad-
virtió que había un débito por el monto 
de pesos dieciocho mil ciento setenta y 
cuatro con 53/100 ($18.174,53) bajo la re-
ferencia de “débito-préstamo personal”. 
Añadió que debido a que “no entendía a 
qué crédito personal hacía referencia esa 
transacción” intentó comunicarse “con 
el centro de atención del Banco Nación” 
no logrando, empero, comunicarse con 
un agente a los fines de obtener una res-
puesta.

Siguió diciendo que ante esa situación, el 
día 6 de abril de 2022 se dirigió “a la sucur-
sal del banco ubicada en Campo de Mayo, 
a los efectos que en la oficina de atención 
al cliente” le “expliquen qué era el débi-
to en cuestión” (sic). En ese momento” le 
“informan que correspondía a un crédi-
to personal solicitado el 25/02/2022, por 
el monto de pesos trescientos setenta mil 
($370.000,00.-)”.

A renglón seguido manifestó que “jamás 
solicitó ningún préstamo bancario. En ese 
instante” comenzó a desesperarse y le expli-
có al agente del Banco Nación que no había 
solicitado ningún préstamo, así como que 
al ingresar en su “homebanking observa-
ba transferencias a cuentas de terceros que 
tampoco había realizado”.

Sostuvo que, pese a la denuncia admi-
nistrativa concretada —en la que su parte 
desconoció haber solicitado ese préstamo 
o haberle dado sus claves bancarias a su-
jeto alguno—, el banco demandado no dio 
solución positiva a su reclamo.

Agregó que además de la presentación 
que hizo ante el BNA, realizó la denuncia 
ante la comisaria de Bella Vista, Partido de 
San Miguel.

Concluyó en que era evidente que 
alguien había ingresado en su cuenta, 
solicitado dicho préstamo y robado el 
dinero en cuestión, habiendo sufrido 
su parte “una usurpación de identidad 
o que un empleado infiel del Banco Na-
ción realizó un acto ilícito”, con los se-
rios perjuicios que ello aparejaba para 
su persona.

Con base en tales circunstancias deman-
dó: i)  el resarcimiento del daño material 
que ulteriormente se determine mediante 
prueba pericial, ii) el pago de indemniza-
ción en concepto de daño moral, que cuan-
tificó en $150.000 y, iii) que se imponga 
una multa de $200.000 a la entidad banca-
ria en concepto de daño punitivo, con más 
intereses y costas.

Asimismo requirió se dicte una medida 
cautelar con el carácter de urgente, que or-
dene la inmediata abstención del banco de 
continuar efectuando descuento o débito 
alguno sobre su cuenta bancaria, en rela-
ción al crédito que le fuera otorgado sin su 
intervención.

II. El 25 de noviembre de 2022 se presen-
tó en la causa el BNA, quien emitió el infor-
me del art. 4 de la ley 26.854.

Indicó que la medida cautelar no de-
bía ser receptada, al no hallarse reunidos 
los requisitos para su admisión, en tanto 
no estaba acreditada la verosimilitud del 
derecho invocada, ni el peligro en la de-
mora.

Manifestó, en esa línea de ideas, que del 
tratamiento del reclamo de la actora sur-
ge que tanto el préstamo, como las trans-
ferencias ahora cuestionadas, fueron 
efectuadas, no a través de la plataforma 
de homebanking —como Chibel enun-
cia— sino desde la aplicación BNA+ que 
deben encontrarse en el dispositivo móvil 
de la pretensora, y que por lo tanto fueron 
concretadas con acceso biométrico (in-
greso por huella facial o reconocimiento 
dactilar) y PIN generado por la usuaria. 
Negó, por ello, la viabilidad de la preten-
sión bajo examen.

III. En el pronunciamiento del 23 de fe-
brero de 2023, la jueza de grado desestimó 
la medida cautelar peticionada por la ac-
cionante.

Tuvo presente, al así decidir, que con-
forme manifiesta la propia actora en el 
escrito inicial y de las constancias aporta-
das en la causa, en el mes de abril de 2022 
Chibel formalizó una denuncia policial 
con relación a los hechos narrados, que 
conllevó el labrado de la causa PP-15-01-
012526-22/00, en trámite ante el Juzgado 
de Garantías Nº 1, del Dpto. Judicial de 
San Martín, no aclarando —sin embargo— 
si mediaron avances en el expediente en 
cuestión.

Mencionó que, por lo demás, era claro 
que en la presente litis parte de la preten-
sión sustancial coincide con la medida 
cautelar solicitada, como así también que 
no concurren en la especie circunstancias 
inminentes que, en caso de no accederse 
a la cautela pedida, conduzcan a la con-
figuración de extremos fácticos irrepara-
bles.

En tales condiciones, consideró la a quo 
que en el estado actual de este litigio co-
rrespondía desestimar la medida requerida 
toda vez que, de accederse a ello, se des-

virtuaría el instituto cautelar, por cuanto el 
objeto de la medida peticionada se confun-
diría con el resultado al cual se pretende 
arribar por medio de la sentencia definiti-
va, lo cual resultaba inadmisible.

IV. Lo decidido fue apelado por la accio-
nante, quien cuestiona que: a)  la resolu-
ción dictada carece de suficiente funda-
mento fáctico y legal, al no valorar que su 
parte jamás solicitó voluntariamente el 
préstamo que ulteriormente fue transfe-
rido a cuentas de terceros; y b)  la magis-
trada no evaluó el daño que representaba 
para su parte el descuento mensual de las 
cuotas derivadas del crédito oportuna-
mente desconocido, sobre su salario, el 
que era indispensable para la manuten-
ción de su familia.

V. Como punto de partida, resulta apli-
cable —en el contexto cautelar bajo exa-
men— el criterio adoptado por el Alto 
Tribunal, en el sentido de interpretar que 
los pronunciamientos judiciales deben 
atender a la situación existente al momen-
to de ser dictados (Fallos: 216:147; 243:146; 
244:298; 259:76; 267:499; 308:1087, 311: 787, 
318: 2040, 321: 3646, 328:4640, entre otros; 
esta CNCiv.Com.Fed., esta Sala III, causa 
1892/2020, del 26/11/2020; ídem, Sala II, 
causa Nº 13.070/06 del 12/12/2007 y Sala I, 
causa Nº 10543/2006 fallada el 13/03/2008 
y sus citas de jurisprudencia; artículo 163, 
inciso 6º, Cód. Proc. Civ. y Com. de la Na-
ción; Sagüés, Néstor P. “Derecho Procesal 
Constitucional-Acción de Amparo”, T. 3, 
Astrea, Bs. As., 1988, ps. 429/430; en senti-
do afín, art. 163, inc. 6º del Cód. Proc. de la 
Nación).

En lo atinente a los cuestionamientos de 
Chibel respecto de la verificación de los 
requisitos necesarios para el otorgamiento 
de la medida precautoria, y puntualmente 
en torno a la existencia de verosimilitud 
del derecho invocada, no debe olvidarse 
que este requisito esencial para la proce-
dencia de la medida cautelar refiere a la 
posibilidad de que el derecho exista y no a 
una incontestable realidad, la cual sólo se 
logrará al agotarse el trámite (conf. Feno-
chietto-Arazi, Código Procesal comentado, 
T. 1, p. 742; esta Sala III, causas 7208/98 
del 04/11/1999, 1830/99 del 02/12/1999, 
7841/99 del 07/02/2000, 424/17 del 
27/06/2017, 3417/17 del 12/10/2017, 
12519/18 del 13/08/2019, 1783/2020 del 
27/08/2020,163/20 del 21/02/2021, entre 
otras).

En su demanda, la actora sostuvo que 
fue víctima de una estafa por “usurpación 
de identidad” evidenciada en la obtención 
del crédito ofrecido unilateralmente por el 
BNA y la ulterior transferencia a cuentas de 

hace suyo). CS, “Di Nanno, Camilo c. EN - M. Seguridad 
- PFA s/ personal militar y civil de las FF.AA y de Seg.”, 
18/08/2022, LA LEY 12/10/2022, 5 con nota de Orlan-
do D. Pulvirenti DT 2023 (enero), 67 con nota de Aníbal 
Paz, TR LALEY AR/JUR/106686/2022. Los incremen-
tos salariales otorgados por dec. 380/2017 y sus modi-
ficaciones deben ser incluidos en el haber mensual del 
actor como remuneratorios y bonificables. De la prueba 
producida en el caso, así como la obrante en las dis-
tintas causas en las que se debate la misma cuestión, 
se pone de manifiesto el carácter generalizado con el 
que se otorgan. La propia Policía Federal informó en 
otros expedientes que los suplementos mencionados 

eran pagados a más del 91% del personal policial en 
actividad.

(9) CS, “Gines, Juan Carlos c. EN - M Justicia - 
SPF s/Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg.”, 
21/06/2022, TR LALEY AR/JUR/79987/2022. La sen-
tencia que ordenó incorporar al haber mensual de un 
suboficial del Servicio Penitenciario Federal, como re-
munerativos y bonificables, los suplementos y adicio-
nales establecidos por el decreto 243/15 —”compensa-
ción por gastos de prestación de servicios” y “compen-
sación por gastos de representación”— debe ser confir-
mada. Los montos, lejos de resultar sumas accesorias 
del haber mensual o sueldo del personal alcanzado por 

dicha norma y sus modificatorias, constituyen una par-
te sustancial de sus remuneraciones (del dictamen de 
la Procuración General que la Corte hace suyo).

(10) CS, “Portela, Tamara Lorena y otros c. EN - M Se-
guridad - DIC s/Personal Militar y Civil de las FFAA y de 
Seg.”, 02/08/2022, TR LALEY AR/JUR/98299/2022. 
Dado que las asignaciones otorgadas al personal con 
estado militar de gendarme en actividad por el decre-
to 1307/2012 y sus modificatorios deben formar parte 
de su haber mensual, forzoso es concluir en que, por 
aplicación del régimen de proporcionalidad estableci-
do por el art. 1º del decreto 2046/2004 (modificado por 
su similar 1024/2013), aquellas asignaciones deben ser 

tenidas en cuenta para determinar la remuneración del 
personal de la Dirección Nacional de Inteligencia Cri-
minal dependiente de la Secretaría de Seguridad del 
Ministerio de Seguridad, según los porcentajes de la 
remuneración base (es decir, el haber mensual —de-
bidamente integrado con los suplementos creados por 
el decreto 1307/12 y sus modificaciones— del grado de 
comandante mayor de la Gendarmería Nacional) que 
correspondan a cada categoría; ello, a partir de la en-
trada en vigencia del decreto 1024/13 (del dictamen de 
la Procuración General que la Corte hace suyo).


